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Expediente 66001-31-03-2009-00194-01


  


Se recibió del Juzgado Tercero Civil del Circuito de esta localidad el expediente que contiene la demanda de “reparación directa” instaurada por Graciela Rodríguez de Betancourt, Juan Carlos, Sandra Isabel y Luis Alejandro Betancourt Rodríguez contra el Municipio de Pereira, el Instituto Geográfico Agustín Codazzi y Almacenes Éxito S.A., por razón del recurso de apelación que contra la sentencia dictada el 14 de agosto pasado interpuso la parte demandante. 

   



Para arribar a la decisión que aquí se adoptará, es menester recordar lo acontecido: los demandantes promovieron una demanda de reparación directa contra las entidades públicas y la sociedad anunciadas, que se tramitó en primera instancia ante el Juzgado Segundo Administrativo de Pereira, y en segunda, ante el Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda. 

   



Esta Corporación, en la parte resolutiva del fallo, revocó la decisión de primer grado, declaró probada de oficio la excepción de indebida escogencia de la acción respecto del Instituto Geográfico, negó las súplicas frente al Municipio de Pereira y se declaró inhibida para resolver de fondo en lo relacionado con Almacenes Éxito S.A.; sin embargo, dispuso a continuación que se remitiera “el expediente” a los jueces civiles de este circuito judicial, para que allí, previo reparto, se decidieran “de fondo” las pretensiones formuladas contra la sociedad. 

 



Así lo hizo el juez administrativo al acatar el fallo y una vez repartido el expediente al Juzgado Tercero Civil del Circuito, su titular asumió el conocimiento y en firme ese auto, procedió a dictar sentencia en la que negó “las pretensiones de la demanda” y condenó en costas a los demandantes.

 



Como era de esperarse, la parte actora apeló y sustentó allí brevemente, anunciando la posibilidad de ampliar en esta sede su disentimiento; dijo en ese momento que el juzgado no les brindó a las partes el debido proceso que requieren y esperan, no se les dio la oportunidad de participar en las decisiones que las afectan, la sentencia surgió sin un proceso previo y con fundamento en otra ya revocada. 
    



Era necesario este derrotero para asumir el análisis preliminar que obliga a esta Sala, en los términos del artículo 358 del C.P.C., efectuado el cual, se advierte la incursión por parte del juzgado en sendas irregularidades, una de las cuales, como mínimo, constituye causal de nulidad insubsanable que, por tanto, debe ser declarada de oficio. Veamos. 

   



Loable tarea cumple un funcionario que a pesar de asumir de fondo un asunto determinado y descartar la responsabilidad que se le atribuye a determinadas autoridades y a la vez se declara inhibido para decidir respecto de otra por falta de jurisdicción, decide, en aras de preservar derechos superiores de las partes remitir “el expediente” mismo ante una jurisdicción diferente para lo que sea de rigor. 

   



Eso ocurrió en este caso, en el que el Tribunal Contencioso Administrativo se ocupo de definir la demanda de reparación directa que se propuso contra el Municipio de Pereira y el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, a la que fue vinculada, por el factor de conexión, la sociedad Almacenes Éxito S.A.; descartada la responsabilidad del Municipio y ante la evidencia para esa Corporación de que frente al Instituto se eligió una vía inadecuada, se declaró inhibida en lo atinente a la sociedad, porque insularmente, respecto de ella, carecía de jurisdicción y, por ello, en aplicación de una jurisprudencia del Consejo de Estado y del artículo 143 del Código Contencioso Administrativo, halló que lo pertinente era remitir lo actuado al Juez Civil del Circuito –reparto- de Pereira. 
   



Es plausible, se insiste, esa forma de ver las cosas, por la intención que envuelve el evitar más trámites dilatados. Pero para esta Sala, la cuestión no es tan simple como la asumió la funcionaria de primer grado en la jurisdicción civil.   Y es que son varios los reparos que caben a esta situación tan singular.  El primero, es que ese artículo 143 del C.C.A. se refiere a aquellos casos en los que el juez administrativo se declara incompetente o carente de jurisdicción y, por tanto, debe separarse del conocimiento del asunto.  En este caso no ocurrió de esa manera, todo lo contrario, tanto el juez administrativo como su superior conocieron de fondo del proceso, porque, en principio, tenían jurisdicción para ello, habida cuenta del ataque que se propuso contra las actuaciones y decisiones de entidades del sector público.  Claro, por conexión, allí estaba involucrada la sociedad Almacenes Éxito S.A., pero eso no fue óbice para que se desatara allí la relación sustancial con aquellas entidades. 

   



Ahora que, descartada la responsabilidad de aquellas entidades quedara al garete la situación de la persona jurídica de derecho privado, era apenas una consecuencia lógica del resultado de dicho proceso, pero la inhibición que respecto de ella se generó, no daba lugar, al modo de ver de esta Sala, a la aplicación del artículo 143 citado. 

   



Una segunda cuestión es que se torna por lo menos extraordinario que sobre un mismo expediente se puedan proferir varios fallos, algunos por una jurisdicción y otros por una diferente.  Cómo entender que enseguida de unas sentencias dictadas por los jueces administrativos, de acuerdo con sus jerarquías, aparezcan otras proferidas por los jueces civiles?.  ¿No rompe eso, acaso, el esquema del debido proceso, según el cual debe haber un juez natural para cada asunto?.  Es decir, que por esta vía se propicia que un mismo expediente, en el que se adoptan decisiones de fondo, vaya pasando de jurisdicción en jurisdicción, como si las actuaciones judiciales no tuvieran un límite dentro de cada una de ellas. 

   



Pero bien; aceptando, en gracia de discusión, que la justicia administrativa pueda disponer que un juez civil siga conociendo de un proceso ya terminado por virtud de la providencia en firme que allí se adoptó en procura de mantener esos derechos fundamentales de que se hace gala en la providencia citada, lo que sí no puede ocurrir es que se desconozcan parámetros mínimos que demarcan la actuación de los jueces civiles, cuya competencia está claramente establecida en las normas de procedimiento, por un lado; y por el otro, tienen definidos los ritos por los cuales deben encauzar un asunto de esta índole. 
   



Atendiendo estas circunstancias, por entendido se tiene que no es del resorte de un juez civil resolver sobre la “responsabilidad administrativa” que se impetró, con la consecuente indemnización de perjuicios de orden material y moral.  Eso es lo que se demanda y no otra cosa.  

   



Tal vez pueda ocuparse de una demanda tendiente a que se declare que hubo por parte de la entidad privada un abuso del derecho, o un incumplimiento de sus obligaciones; o quizás se trate de pedir la resolución del contrato de compraventa, o acaso de su nulidad por vicios del consentimiento; o, por qué no, la declaración de una venta con lesión enorme.  Pero bien vista la demanda, nada de ello fue impetrado, que le permita al juez civil abordar, sin más, su análisis, porque de hacerlo, como en efecto ocurrió aquí en lo que a esta última figura se refiere, se desborda la congruencia debida entre la sentencia, las pretensiones y las excepciones. 

   



Lo que ha debido ocurrir, entonces, es que aceptada por el juez civil la remisión que se le hizo por la justicia administrativa, se le diera la oportunidad a la parte demandante de encauzar su libelo introductorio al dictado de las normas civiles, para pedir lo que por esta vía corresponda, hecho lo cual se abriría paso a la demandada para ejercitar adecuadamente su defensa.  En otras palabras, a juicio de la Sala, admitiendo, se repite, aquella remisión, lo que se debió hacer es comenzar con el trámite, adoptando las medidas pertinentes como directora del proceso por parte de la juez, disponiendo el trámite del proceso ordinario respectivo, en el cual se evacuaran una a una sus etapas, hasta concluir con la sentencia, porque no hacerlo cercena, como lo pregona la parte demandante, caros derechos fundamentales, el más importante de ellos, el de defensa, porque se adopta una decisión con fundamento en unas pretensiones que en materia civil no han podido ser formuladas. 

     



Es decir, en últimas, que el trámite surtido por el juzgado no se amolda a las figuras propias del proceso civil, porque no se concibe que, sin ninguna gestión adicional, se dicte sentencia, sin primero haber concretado lo pretendido en materia civil, sin haber permitido a la demandada excepcionar, sin decreto y práctica de pruebas, sin alegatos de conclusión, esto es, desconociendo todo el derrotero propio de un proceso ordinario, sin tener en cuenta que el propio artículo 29 de la Carta Política enseña que nadie puede ser juzgado si no es con observancia de las formas propias de cada juicio. 
   



Esto de asumir las formalidades de un proceso determinado no es cosa de poca monta; tan no lo es, que la misma Corte Constitucional, al estudiar la exequibilidad del numeral 6° del artículo 144 del C.P.C., en una decisión polémica para los procesalistas, señaló que: 

“Tradicionalmente, las normas procesales han sido consideradas "de orden público",  es decir, de aquellas que no pueden derogarse por convenios particulares, porque en su observancia están interesados el orden y las buenas costumbres.

¿Por qué las normas procesales son de orden público? ¿Por qué no pueden modificarse por convenios particulares?

De conformidad con el inciso segundo del artículo 29 de la Constitución,  nadie podrá ser juzgado sino "con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio". No es menester dedicarse a complicadas lucubraciones para descubrir las finalidades de esta disposición, piedra angular del debido proceso. 

En primer lugar, si la administración de justicia es función pública, como expresamente lo declara el artículo 229 de la Constitución, es claro que ella debe cumplirse con estricta sujeción a la ley, porque el artículo 121 de la misma Constitución establece que "Ninguna autoridad del Estado podrá ejercer funciones distintas de las que le atribuyen la Constitución y la ley." Norma que concuerda con la del artículo 122: "No habrá empleo público que no tenga funciones detalladas en ley o reglamento..."

¿Qué fin se persigue, en el campo específico del derecho procesal, al disponer la Constitución que solamente puede juzgarse a alguien  "con observancia de las formas propias de cada juicio" ?

En primer lugar, lograr la igualdad real en lo que tiene que ver con la administración de justicia. El artículo 13 de la Constitución consagra la igualdad de todos ante la ley, al declarar que "todas las personas nacen libres e iguales ante la ley". Y dispone que, por razón de esa igualdad, todas recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación. Esa igualdad teórica se realiza en los distintos campos por medio de normas especiales. En el campo procesal, en lo referente a la administración de justicia, la igualdad se logra al disponer que todos sean juzgados por el mismo procedimiento. En lo que tiene que ver, en materia civil, con la manera de aducir las pretensiones ante el juez, con la respuesta a éstas para aceptarlas o negarlas, con las excepciones, con la manera de aportar o producir la prueba, etc. todas las personas están en un plano de igualdad, merced a los procedimientos uniformes. Excepcionalmente, la propia Constitución consagra un fuero especial para algunos funcionarios, a causa de razones particulares. La Constitución, en el mismo artículo 29, establece que nadie puede ser juzgado sino ante juez o tribunal competente, con lo cual sienta, en forma general, para quienes  tienen un fuero especial y para quienes no lo tienen, el principio del llamado juez natural.  Pero la regla general, encaminada a garantizar la igualdad, determina el establecimientos de competencias y procedimientos iguales para todas las personas. ¿Por qué? Porque el resultado de un juicio depende, en gran medida, del procedimiento por el cual se tramite. Éste determina, las oportunidades para exponer ante el juez las pretensiones y las excepciones, las pruebas, el análisis de éstas, etc. Existen diversos procedimientos, y, por lo mismo, normas diferentes en estos aspectos: pero, el estar el actor y el demandado cobijados por idénticas normas, y el estar todos, en principio sin excepción, sometidos al mismo proceso para demandar o para defenderse de la demanda, garantiza eficazmente la igualdad.

De otra parte, la Constitución, al determinar que todos sean juzgados  "con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio", destierra de la administración de justicia la arbitrariedad. ¿Cómo dejar en manos de cada uno de los jueces la facultad de establecer las reglas que habrá de seguir para administrar justicia en cada caso particular? En el Antiguo Derecho francés, en las regiones en que prevalecía el derecho consuetudinario, la primera tarea de los jueces que habían de decidir un litigio, era determinar las normas aplicables, entre ellas las relativas a la competencia y al procedimiento. Por fortuna, esa puerta abierta a la arbitrariedad se ha cerrado al disponer, sencillamente, que todas las personas deben ser juzgadas "con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio". Es lo que podríamos denominar como la neutralidad del procedimiento, o la neutralidad del derecho procesal. Neutralidad que trae consigo el que todas las personas sean iguales ante la administración de justicia, tengan ante ella los mismos derechos e idénticas oportunidades, en orden a lograr el reconocimiento de sus derechos….”
….

En síntesis: el someter las controversias a procedimientos preestablecidos e iguales, no sólo garantiza el derecho de defensa: realiza, en primer lugar y principalmente, el principio de la igualdad ante la ley, en el campo de la administración de justicia. Y asegura eficazmente la imparcialidad de los encargados de administrar justicia, mediante la neutralidad del procedimiento.”
   



En últimas, entonces, para la Corte Constitucional, como para esta Sala, no pueden quedar en manos del juez o de las partes las formalidades de un proceso; ella las determina la ley y hay que plegarse a ellas para que se pueda alcanzar el propósito del artículo 4° del C.P.C., esto es, la satisfacción de los derechos sustanciales. 
   



Y que en este caso no se siguió el trámite debido surge, en primer lugar, de la remisión que hizo la justicia administrativa, no obstante que conoció de fondo sobre la reparación directa impetrada; en segundo término, del hecho de que la funcionaria de primer grado procedió a dictar sentencia motivándola inicialmente en esa pretensión de responsabilidad administrativa -que no es propia de la jurisdicción civil- y posteriormente en una lesión enorme que no ha sido planteada por los demandantes; y, por último, de que se apoyó la juez civil en el trámite surtido ante la jurisdicción contencioso administrativa, ajeno por completo al ordinario civil que regulan los artículos 396 y ss. del estatuto procesal civil. 

   



En consecuencia, se declarará la nulidad prevista en el numeral 4° del artículo 140 del C.P.C. que, como se advirtió, no puede sanearse; esta se extenderá hasta la sentencia, inclusive, proferida por el juzgado, para que desde allí se rehaga la actuación como corresponde a esta jurisdicción. 

   



DECISIÓN

    



Por lo expuesto, esta Sala Unitaria del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, DECLARA LA NULIDAD de lo actuado a partir, inclusive, de la sentencia proferida el 14 de agosto pasado por el Juzgado Tercero Civil del Circuito local, en este proceso de “reparación directa” instaurado por Graciela Rodríguez de Betancourt, Juan Carlos, Sandra Isabel y Luis Alejandro Betancourt Rodríguez contra el Municipio de Pereira, el Instituto Geográfico Agustín Codazzi y Almacenes Éxito S.A. 

  



Devuélvase la actuación al juzgado de origen.






Notifíquese.





El Magistrado,





JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO              

